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Dictamen histórico sobre los acontecimientos producidos el 3 de marzo de 1976 en Vitoria (España),
elaborado por el Instituto Universitario de Historia Social “Valentín de Foronda”, Universidad del País Vasco-Euskal Herriko Unibertsitatea.

A comienzos de 1976 venía arrastrándose un largo conflicto laboral que afectaba a una serie de empresas de la ciudad de Vitoria-Gasteiz (Mevosa, Forjas Alavesas, Areitio, Aranzabal, Ugo, Gabilondo, Olazábal y Huarte, Industrias Galycas, Cablenor, Tuboplax, etc.). Los trabajadores de estas empresas se habían declarado en huelga por diversas reivindicaciones laborales.

En España en esos momentos no estaba reconocido plenamente ese derecho ni se daban las garantías propias de un Estado de Derecho (de las Libertades Generales a la garantía constitucional). Sólo en 1978 fue aprobada la actual Constitución española. Los trabajadores hacían en ese momento uso de los pocos recursos legales que les permitían reunirse y expresarse (utilizando frecuentemente como lugares de reunión templos y centros eclesiásticos, protegidos en aquel momento por el Concordato firmado entre España y el Estado Vaticano). Pero, en general, estas actividades no estaban protegidas por ley.
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En ese contexto se convocó en la ciudad de Vitoria una “huelga general” para el día 3 de marzo de 1976 con el fin de recabar la solidaridad de la ciudadanía con unos trabajadores en huelga y sin ingresos desde diciembre de 1975. Era la tercera jornada de protesta de estas características que se convocaba, y la que tuvo una mayor repercusión social.

Para ese día se había convocado, asimismo, una asamblea a las 17:00 horas de la llamada “Coordinadora de Comisiones Representativas de Empresas en Lucha” en la parroquia de San Francisco de Asís en el barrio de Zaramaga de Vitoria. Las reuniones de esta “Coordinadora” se realizaban regularmente y siempre en la misma parroquia. La convocatoria era conocida y abierta. Dado el éxito en esta ocasión de la “huelga general”,  la afluencia de gente comenzó a ser masiva. Desde una hora antes, aproximadamente, la iglesia se había ido llenando hasta reunir a unas cuatro mil personas en su interior (Informe del Comisario Jefe de Policía de Vitoria). Sólo a las 16:50, la policía comenzó a impedir el acceso a más gente, concentrándose  en los aledaños del templo otros varios miles de concurrentes (alrededor de otras cuatro mil personas).
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A solicitud del entonces Gobernador Civil de la provincia de Álava, D. Rafael Landín Vicuña, acudieron a las inmediaciones del recinto la 11ª Compañía de reserva de la Policía Armada con base en Miranda de Ebro y la Compañía de Guarnición de la Plaza al mando del capitán D. Jesús Quintana Saracíbar. A ellos se les uniría, poco después, la 2ª Compañía de Reserva de Valladolid.

La orden del Gobernador Civil era la de desalojar la iglesia.
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Los responsables de estas fuerzas policiales, según el Concordato firmado entre España y el Vaticano en 1953, necesitaban la autorización eclesial para acceder al templo. Sin embargo, nunca llegaron a entrevistarse con el párroco de la iglesia de San Francisco, D. Esteban Alonso de Mezquía, máxima autoridad eclesial en aquel momento del recinto. Fue D. Antonio Quilchano, coadjutor de la iglesia de la Coronación, quien, alarmado por la situación, se desplazó desde la parroquia próxima de Belén hasta la de San Francisco con el fin de recabar información, quien mantuvo un tenso contacto con la policía. Ésta conminó a los responsables del templo a ordenar el desalojo de los reunidos, sin que fuera presentada orden escrita alguna. D. Antonio Quilchano transmitió la conversación al párroco del templo. D. Esteban Alonso de Mezquía, tras hablar por teléfono con el episcopado desde su sacristía, explicó que los trabajadores congregados estaban en ese momento ejerciendo su derecho fundamental de reunión, y destacó la actitud pacífica y tranquila mantenida por aquellos en el interior del templo, por lo que no estimaba necesario desalojarles. No hubo tampoco —según comunicado enviado por el episcopado a la prensa al día siguiente—, autorización del Obispo para la intervención en el interior del templo.

Hacia las 16:50-17:00 horas, tras establecer una línea de control que impedía definitivamente la entrada a la iglesia, las fuerzas de orden público recibían la orden ejecutiva de desalojar el templo sin reparar en medios (en conversaciones mantenidas por la policía y escuchadas a través de la radio FM de las que existen grabaciones, puede escucharse: «De acuerdo. Que desalojen por las buenas; si no, a palo limpio, cambio».)
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Es en ese momento (hacia las 17:10) cuando se produjo el asalto firme al templo por parte de la policía armada con el fin de desalojarlo. No consta si fue una decisión tomada por el Ministerio (que se mantenía en contacto), por el Gobernador Civil o por los mandos de las unidades desplegadas. En algunos de los testimonios recabados a los pocos días, D. Antonio Quilchano afirmó que, durante el contacto mantenido con las fuerzas de orden público, le fue exhibida la orden de intervención firmada por el Gobernador Civil. En cualquier caso, fue un acto ordenado por funcionarios del Estado.
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El asalto se produjo utilizando inicialmente gases lacrimógenos que se lanzaron al aire en el interior del templo. (Fuerzas del orden se introdujeron violentamente en éste por la puerta principal, y las lanzaron hacia el techo de la iglesia.) La gente empezó a salir. En las inmediaciones de la iglesia, a pocos metros de la puerta, varios de los desalojados fueron alcanzados por pelotas de goma y por disparos de arma de fuego con resultado de tres muertes y decenas de heridos —de los cuales dos murieron a los días como consecuencia de las heridas—. En concreto, de los disparos efectuados por armas de fuego de las unidades policiales desplegadas resultaron muertos en el mismo lugar de los hechos Pedro María Martínez Ocio y Francisco Aznar Clemente. Romualdo Barroso Chaparro, gravemente herido, fallecería poco después. Además se constata la existencia de al menos cuarenta y siete hospitalizados, algunos de ellos también por heridas de bala y otras treinta personas atendidas que precisaron de diversa asistencia sanitaria sin que fuera necesario su ingreso. Dos de los diagnosticados como graves, José Castillo y Bienvenido Pereda, morirían en fechas posteriores a consecuencia de las heridas recibidas por arma de fuego.

Hasta aquí los hechos.
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Según la versión de las autoridades policiales, una vez requeridos repetidamente para que procedieran al desalojo de la iglesia y ante la negativa y «el escándalo producido, fueron lanzadas bombas de gases y se emplearon asimismo otros medios antidisturbios» (Declaración efectuada por el Capitán de la Policía Armada D. Jesús Quintana Saracibar, con fecha de 22 de junio de 1976; Dossier adjuntado al Sumario 40-77 y tramitado por el Juez Instructor Coronel de Infantería D. Cipriano Pérez Trincado).
La salida de los reunidos coincidió, de nuevo según fuentes policiales, con un avance del resto de los concentrados en el exterior del templo, circunstancia que hizo que las fuerzas de orden quedasen «cogidas entre ambas masas opuestas de manifestantes en actitud amenazadora y agresiva, se utilizaron hasta agotarse todos los medios antidisturbios de que disponían y ante la carencia de éstos,  fue precisa la utilización de armas de fuego [...] ante el ataque de la masa y en defensa propia». (Declaración efectuada por el Capitán de la Policía Armada D. Jesús Quintana Saracíbar, anteriormente citada).
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Según consta en el documento procedente del Ministerio de Gobernación (Dirección General de Seguridad, Comisaría General de Policía, declaración del Comisario Jefe Provincial efectuada el 18 de junio de 1976 y del responsable de las dotaciones policiales personadas en el lugar de los hechos, D. Jesús Quintana Saracíbar, capitán de la Policía Armada, realizada el 22 de junio de 1976), los componentes de la Policía Nacional sufrieron diversas lesiones y contusiones producidas por los medios usados por los manifestantes. En concreto se citan las heridas «gravísimas» infringidas a «un Inspector del Cuerpo Superior de Policía y de otros 28 miembros de las Fuerzas de Policía Armada con lesiones de diversa consideración, tres de ellos hospitalizados» (Archivo Histórico Nacional, Fondos Contemporáneos, correspondientes al Boletín informativo nº 26 de la Comisaría General de Investigación Social, Secretaria General, con fecha de 6 de julio de 1976)

En esta declaración se alude al empleo por parte de los trabajadores de armas de fuego, de «instrumentos agresivos de capacidad letal, como bombas, cócteles, (...) machetes, palos, cadenas, porras, etc.».
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Sin embargo, nunca fue probado este hecho, ni por requisa ni por una inspección en el lugar de los hechos. Nunca apareció casquillo, cartucho, ni arma de fuego alguna, arma blanca u objeto incendiario procedente de los concentrados. Nunca fue presentada prueba alguna del uso de este material por parte de los trabajadores, ni se incluye en ninguno de los informes de esos días. Hay una referencia a la explosión de un cóctel molotov y «una granada de mano» [sic] esa misma noche en una comisaría de policía, muchas horas después de los incidentes, sobre la que no existen más datos ni investigaciones (Dirección General de Seguridad, Comisaría General de Policía, declaración del Comisario Jefe Provincial efectuada el 18 de junio de 1976 y del responsable de las dotaciones policiales personadas en el lugar de los hechos, D. Jesús Quintana Saracibar, capitán de la Policía Armada, realizada el 22 de junio de 1976 y Archivo Histórico Nacional, Fondos Contemporáneos, correspondientes al Boletín informativo nº 26 de la Comisaría General de Investigación Social, Secretaria General, con fecha de 6 de julio de 1976).

Igualmente, los expedientes policiales consultados (Archivo Histórico Nacional, Fondos Contemporáneos, correspondientes al Boletín informativo nº 26 de la Comisaría General de Investigación Social, Secretaría General, con fecha de 6 de julio de 1976), se ratifican en los términos de las declaraciones y documentos precedentes.
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Por su parte, los testigos entrevistados en el curso de la elaboración de este dictamen mantienen una versión de los hechos que coincidiendo en los tiempos y los hechos del desalojo, discrepa en las circunstancias en las que se produjeron.  
La versión de los congregados destaca cuatro aspectos importantes. 
Primero: Que los reunidos en el interior se negaron al desalojo ordenado por la policía por temor a ser golpeados por los agentes apostados en las puertas del templo (como efectivamente, así ocurrió).

Segundo: Que los incidentes se produjeron después del lanzamiento de botes de gas por parte de la policía al interior del templo en una incursión violenta realizada en él, lo que produjo estados de asfixia y contusiones entre los reunidos y una situación  de pánico generalizado.
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Tercero: Que, el pánico producido en el interior del templo (debido al ambiente irrespirable provocado por los gases lacrimógenos) condujo a los congregados a la rotura de ventanas y vidrieras con diversos objetos, como macetas y candelabros de la iglesia, sin otro propósito que el de poder respirar.

Cuarto: Que la supuesta salida atropellada de los congregados —que los informes policiales atribuyen a una reacción violenta y premeditada contra la presencia de la policía en las inmediaciones de la iglesia de San Francisco de Asís—, fue consecuencia únicamente del pánico causado en el interior de aquel recinto cerrado por los gases acumulados.

La situación creada a partir de ese momento es de total confusión. Los trabajadores congregados en las inmediaciones del recinto, y a los que la policía había impedido la entrada a la iglesia, según su propio testimonio, fueron arrojando improvisadamente diversos objetos a las fuerzas del orden con el fin de atraer hacia sí la atención de éstos, y posibilitar de este modo la salida de los reunidos en el interior de la iglesia.
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Hay un momento en que las versiones, la policial y la de los concentrados, difieren radicalmente. Los manifestantes destacan la actuación excesiva de las fuerzas de orden público, que intervinieron con toda contundencia e incluso procedieron a la utilización insistente de armas de fuego que provocaría la muerte ese mismo día de las personas citadas y de varios heridos, que podría ascender a más del centenar (sesenta y ocho atendidos por servicio médico, según el Sumario 39/77), algunos de extrema gravedad con resultado de muerte en dos de ellos.
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Por su parte, las fuentes policiales destacan las escasas fuerzas de la dotación policial para hacer frente a la situación creada y la insuficiencia de los medios antidisturbios convencionales, lo que impidió un repliegue ordenado de las citadas fuerzas.  Expresamente se dice: «Si acaso, cabe imputar el que se ejercitase la acción desalojo [sic] con un contingente de Fuerza inferior al que la situación ambiental y antecedentes conflictivos había hecho necesario». (Archivo Histórico Nacional, Fondos Contemporáneos, correspondientes al Boletín informativo nº 26 de la Comisaría General de Investigación Social, Secretaria General, con fecha de 6 de julio de 1976).

En las declaraciones efectuadas el día 18 de junio de 1976 en relación con estos sucesos dentro del Sumario 40/77, el Comisario Jefe Provincial afirma que el uso de las armas de fuego por parte de la policía se realizó tras verse «desbordados y para defender sus propias vidas».
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Las diversas grabaciones efectuadas durante el día 3 de marzo de las conversaciones mantenidas por la policía y escuchadas a través de la radio FM (existen grabaciones), revelan cómo las fuerzas del orden agotaron gran parte del material anti-disturbio durante la mañana y efectuaron un gran número de disparos con armas de fuego a partir de ese instante; con disparos que, en un número sin poder precisarse con exactitud, ellos mismos cifran en más de mil “detonaciones”. Textualmente se afirma: «Hemos contribuido a la paliza más grande de la historia (...). Esto ha sido una masacre (...)», refiriéndose a la contundencia de su actuación.

Según se refleja en el dictamen del Auditor Militar, archivado en el Tribunal Militar Territorial IV, su considerando confirma textualmente que los hechos relatados son en principio constitutivos de un delito de homicidio, según el art. 407 del Código Penal entonces vigente, pero sin poder determinar quién o quiénes fueron exactamente los autores de los disparos que ocasionaron la muerte de los citados Pedro Maria Martinez Ocio, Francisco Aznar Clemente y Romualdo Barroso (a los que habría que añadir a José Castillo y Bienvenido Pereda, que morirían en fechas posteriores a consecuencia de las heridas recibidas, según Sumario 39/77). Por ello, a tenor del núm. 2 del artículo 723 del código de Justicia Militar, se procedió en su momento al sobreseimiento provisional del sumario.
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Son de destacar otra serie de hechos que ilustran la situación producida en el momento sobre el que se dictamina. Horas antes de los hechos analizados aquí, las fuerzas de orden, autoras de aquellos disparos, venían utilizando armamento de guerra para reprimir los disturbios que se estaban produciendo por toda la ciudad, y que los informes policiales atribuyen a «ligeras algaradas que fueron pronto dominadas sin consecuencias graves.». 

Viene a probarlo el caso de Consuelo Lastra, empleada de hogar, que en el momento de resultar herida por una bala, alrededor de las 11:00 horas de la mañana se encontraba desempeñando su trabajo en una vivienda particular, en la Avenida Gasteiz, (entonces Avenida del General Franco), una zona francamente lejana de la parroquia de San Francisco. En la propia Avenida, al disolver la policía una manifestación esa misma mañana, fueron heridos por arma de fuego varios manifestantes (Luis Lobera y otros) a la altura de la rodilla y otras partes del cuerpo no vitales (ver los ingresos de esa mañana en el Hospital de Santiago).

Además de la utilización de armas de fuego, varias iglesias (Desamparadas, Los Ángeles, etc.) fueron desalojadas anteriormente sin las consecuencias dramáticas de San Francisco.
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Hubo cargas con material antidisturbio (gases lacrimógenos) en la misma puerta del Centro de Urgencias del Hospital de Santiago —que atendía a los heridos—, afectando al propio personal sanitario (Nota de protesta del personal médico de ese Centro en el diario Norte-Express, 5 de marzo de 1976, firmada el día 4)
Por su parte, el desalojo de la iglesia de San Francisco de Asís tenía un valor especial, tanto para los huelguistas como para la policía: era donde más gente se reunía, finalizaba la jornada (17:00 horas) y en ella lo hacía habitualmente la llamada “Coordinadora de Comisiones Representativas de Empresas en Lucha”, el grupo director de los huelguistas.
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Por último, durante los siguientes días se siguieron produciendo hechos del mismo tenor:  cargas policiales, a consecuencia de las cuales resultó herido de diversa consideración un número indeterminado de personas (contusiones, graves lesiones oculares, etc.). Se celebraron, igualmente, múltiples manifestaciones en toda España de condena por las muertes del tres de marzo en Vitoria. En el transcurso de una de ellas, en Basauri (Vizcaya), 8 de marzo de 1976, resultó muerto igualmente por disparos de arma de fuego efectuados por la Guardia Civil desplegada en la zona, el joven trabajador Vicente Antón Ferrero.
El Ministerio de Gobernación acusó de “sedición” a Jesús Fernández Naves y a Imanol Olabarria Bengoa (ambos sacerdotes secularizados), dirigentes del movimiento de protesta en Vitoria, encarcelándolos en la Prisión de Carabanchel (Madrid), mientras se les ponía a disposición del Tribunal de Orden Público (jurisdicción especial). También fueron encarcelados en Carabanchel Emilio Alonso Pérez y Juan José San Sebastián, dirigentes igualmente, de aquel movimiento. Otros fueron encarcelados en la localidad o puestos en orden de busca y captura sin que existiese prueba delictiva alguna sobre los encausados. Y aún menos de “sedición” entre los primeros.
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Visto todo lo anterior, sopesadas las pruebas que aportamos y obran en nuestro poder, en nuestra condición de peritos historiadores

ESTIMAMOS PROBADO que:

Las muertes de Pedro María Martínez Ocio, Francisco Aznar Clemente, Romualdo Barroso, José Castillo y Bienvenido Pereda tienen que ver

Primero: con la falta de libertades esenciales en la España de la época.
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Segundo: con una inadecuada dotación de las fuerzas antidisturbios (Unidades que citamos) y con instrucciones que en nada estimaban los derechos humanos.

Tercero: con el uso irresponsable y quizá criminal de armamento de guerra frente a un problema de orden público.

Cuarto: con órdenes procedentes de alguna instancia de la línea de mando cuyo vértice en ese momento era el Gobierno de España, que tomó las decisiones cuyas consecuencias hemos relatado.

Que, por lo demás, SE INFRINGIÓ

1.- el Concordato de 1953, vigente en el momento, que en su Artículo vigésimo segundo dice:

«Uno. Queda garantizada la inviolabilidad de las iglesias, capillas, cementerios y demás lugares sagrados, según prescribe el canon 1.160 del Código de Derecho Canónico.
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Dos. Queda igualmente garantizada la inviolabilidad de los palacios y curias episcopales, de los seminarios, de las casas y despachos parroquiales y rectorales y de las casas religiosas canónicamente establecidas.

Tres. Salvo en caso de urgente necesidad, la fuerza pública no podrá entrar en los citados edificios, para el ejercicio de sus funciones, sin el consentimiento de la competente autoridad eclesiástica.»

En este caso no se produjo una situación de “urgente necesidad” ni hubo en ningún caso “consentimiento” para intervenir por parte de las autoridades eclesiásticas.

2.- el Código Penal entonces vigente, a través de la comisión probable de varios delitos de homicidio según el Artículo 407 del Código Penal (dictamen del Auditor Militar, archivado en el Tribunal Militar Territorial IV).
[image: image22.jpg]Q% ("/
BEE »
o 4:; o ~ |
— e o - eman fa zabal 2azu
=
I v

- 'Y«

v

........................
...............

URLEN TIN BE § oS D A Universidad Buskal Herriko
GIZARTE HISTORIA INSTITUTU A del Pais Vasco Unibertsitatea

INSTITUTO UNIVERSITARIO DE HISTORIA SOCIAL

VALENTIN DE FORONDA

GIZARTE HISTORIARAKO UNIBERTSITATE INSTITUTUA
UPV-EHU





POR TODO ELLO DICTAMINAMOS QUE:

A.- Existen responsabilidades penales claras, según lo ya establecido por los tribunales militares (Territorial IV), en los casos de las muertes D. Pedro María Martínez Ocio, Francisco Aznar Clemente, Romualdo Barroso Chaparro, José Castillo y Bienvenido Pereda.

B.- Que las decisiones que condujeron a los hechos descritos fueron tomadas —sin poder determinar responsabilidades personales— por funcionarios del Reino de España.


Lo que, por el Instituto Universitario de Historia Social “Valentín de Foronda” de la UPV-EHU, firmamos en Vitoria-Gasteiz, en abril de 2004,

José Antonio Pérez Pérez (Coordinador del Estudio)

Rafael Ruzafa Ortega (Sº del Instituto)

Javier Ugarte Tellería (Director del Instituto)
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